Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 18 minutos) 


- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social da la bienvenida al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, señor 
Bonomi. De acuerdo a lo resuelto en la última sesión, contaremos con versión taquigráfica a los efectos de que esta comparecencia 
vaya formando parte de los antecedentes con los cuales los Legisladores podremos trabajar. 


Sin más trámite, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Para mí es un honor ser recibido por esta Comisión y también, a los efectos de utilizar bien el tiempo, me 
gustaría plantear cuáles son los objetivos sobre los que estamos trabajando en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
haciendo además una introducción respecto a lo que encontramos allí y que nos ha significado algunas dificultades. 


Nosotros hemos priorizado las políticas de la Dirección Nacional de Trabajo en la inspección y fundamentalmente en el empleo, y 
no encontramos las mejores condiciones sino que hallamos dificultades para comenzar el trabajo. Planteamos, como grandes 
temas a llevar adelante -antes de asumir, incluso, empezamos a trabajar sobre ello- la negociación colectiva y los consejos de 
salarios. En este sentido, creo que es importante destacar que puede haber distintas formas de encarar el problema de la relación 
entre trabajadores y empleadores. Una de ellas es dejarlo a la libre iniciativa de las partes; otra es promover la negociación pero 
con una actitud más prescindente y otra -que es la que nosotros hemos adoptado a partir de los compromisos de nuestra fuerza 
política, que asumió el Gobierno el 1? de marzo- que apuesta al desarrollo productivo del país y a la creación de fuentes y puestos 
de trabajo. Entonces, con una situación muy comprometida del país, tratamos de emprender esta relación por medio de la 
búsqueda de acuerdos, no sólo en cuanto al salario y a las condiciones de trabajo sino también con respecto a sus objetivos y a la 
necesidad de trabajar por el crecimiento productivo del país. 


Así fue que consideramos que el mejor camino por el que debíamos transitar era el de la promoción de la negociación colectiva y 
de los Consejos de Salarios. Sin embargo, allí encontramos algunas dificultades. Por ejemplo, en el primer Gobierno democrático, 
después de la dictadura, el doctor Julio María Sanguinetti, cuando inició los Consejos de Salarios, contó con 115 ó 120 abogados 
especialistas en negociación colectiva, mientras que nosotros nos encontramos con 16. Ello, realmente, es un problema. De todas 
maneras, iniciamos un camino de búsqueda de acuerdos con los trabajadores y empresarios tendiente, fundamentalmente, a 
elaborar un proyecto de ley de negociación colectiva, partiendo de la base de que el Consejo de Salarios no es subsidiario de la 
negociación colectiva, sino que puede funcionar independientemente, tal como sucedió durante el primer Gobierno del doctor Julio 
María Sanguinetti, más concretamente, con la aplicación de la ley del año 1943 y sus decretos modificativos. Sobre esta base, 
nosotros convocamos a la negociación colectiva a los públicos y a los Consejos de Salarios para el día 2 de mayo, a los efectos de 
proceder a la creación del Consejo Superior Tripartito y del Consejo Tripartito Rural para que sean ellos los que determinen cuáles 
serán los grupos que habrán de funcionar. Quiero señalar que la negociación colectiva de los públicos ya está funcionando con tres 
mesas. Una Mesa está integrada, fundamentalmente, por los Entes Autónomos y las empresas del Estado. Allí concurren, por los 
trabajadores, dos representantes de la Mesa Representativa de Entes y dos representantes de COFE y; por el Estado, dos 
representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dos de la Oficina Nacional del Servicio Civil y un representante del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que es el que coordina y lleva adelante todo el proceso, además de ser el encargado de 
ejercer el control posterior. Otra Mesa está formada por delegados de la Administración Central y del INAU que cuenta con la 
misma integración que la anterior, pero se le suman representantes del INAU. Y, finalmente, hay otra Mesa que está integrada por 
los Entes de la Enseñanza, particularmente, los que pertenecen al Artículo 220 de la Constitución de la República, que tienen la 
misma integración. 


Se nos planteó por parte de los trabajadores, fundamentalmente, que querían que en esta negociación colectiva de los funcionarios 
públicos también estuvieran presentes los pertenecientes al Poder Legislativo, al Poder Judicial y a las Intendencias Municipales. 
Entendimos que se trata de Poderes independientes del Estado y que las Intendencias Municipales son autónomas y, por ende, 
que no podíamos hacer esa convocatoria si no era con acuerdo de las partes. Por ese motivo convocamos a los que entendimos 
del caso y estamos hablando con los que no lo han sido, para ver si están de acuerdo. Tenemos la impresión de que no lo están y 
por ese motivo no han sido convocados. 


En los Consejos de Salarios el Consejo Superior Tripartito funciona con seis representantes empresariales y seis de los 
trabajadores, con seis alternos cada delegación -que no son necesariamente integrantes de los titulares, sino que conforman un 
conjunto de doce actividades empresariales distintas-; por los trabajadores concurre el PIT CNT y nueve integrantes del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Se mantiene la proporcionalidad de la ley de 1943, es decir, dos, dos y tres, y nosotros convocamos 
seis, seis y nueve. Lo propio ocurre en el Consejo Tripartito Rural, al que concurren seis en representación de las empresas, es 
decir, de la Asociación Rural, la Federación Rural, las Cooperativas Agrarias Federadas, la Comisión Nacional de Fomento Rural, 
los productores de leche y la Asociación de Cultivadores de Arroz. En el caso de los trabajadores están representadas las 
organizaciones sindicales rurales que existen, las que están nucleadas en la UNATRA, con la presencia del PIT CNT. En la 
delegación estatal hay cuatro representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y cinco del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Esto está funcionando, pero todavía no hay acuerdo respecto a los grupos. Parto de la base de que nos vamos 
a poner de acuerdo y, por ende, que no habrá mayores dificultades. Como he dicho en la prensa, si se resuelven tres grupos o 
treinta, los subgrupos serán más o menos los mismos y es en donde se va a producir realmente la negociación. Entonces, no creo 
que haya dificultades. 


Al mismo tiempo, junto con el Ministerio de Economía y Finanzas, hicimos otra convocatoria teniendo en cuenta que en los 
Consejos de Salarios anteriores el Poder Ejecutivo llevaba pautas salariales ya resueltas. Entendimos que debíamos trabajar con 
pautas conceptuales, no numéricas, las cuales queríamos acordar con los empresarios y los trabajadores. Fue así que llegamos a 


establecer una especie de compromiso nacional o de reconversión nacional por el empleo, los ingresos y las responsabilidades, 
partiendo de la base de que el Estado va a tener posibilidades limitadas a partir del acuerdo con el Fondo Monetario Internacional 
sobre el 3,5% de superávit primario para hacer frente a la deuda externa. Habrá pocas posibilidades, reitero, pero nos hemos 
comprometido a dar un mayor aumento a los que ganan menos y menor a los que perciben más, aunque queremos discutirlo 
previamente en este ámbito. 


Entendemos también que va a haber limitaciones en la actividad privada. Luego queremos discutir las pautas conceptuales -insisto 
en que son conceptos- en los Consejos de Salarios. Procuraremos establecer más de un compromiso, como por ejemplo con el 
aumento del empleo. Entendemos que en un país con los índices de desempleo y subempleo actual, distribuir el crecimiento 
significa también aumentar el empleo. 


El primer paso para distribuir el crecimiento es aumentar el empleo formal. Queremos establecer un compromiso en ese sentido, 
así como un compromiso laboral que permita hacer más eficiente al Estado y aumentar el Producto Bruto Interno incrementando la 
producción nacional. Queremos tratar de llegar a algún acuerdo conceptual en ese sentido para bajarlo a tierra en el Consejo de 
Salarios. Estamos trabajando en ello y creo que vamos por buen camino. 


Es importante comentar que hay una discusión entre los grupos, ya que los trabajadores rurales quieren establecer un solo Consejo 
de Salarios Rural pero la parte empresarial no está de acuerdo y nosotros tampoco consideramos positivo que tenga que haber un 
solo Consejo Rural, y entendemos que hay diversas entidades que deben estar reflejadas. Esa es la contradicción que existe 
actualmente, por lo que se pasó a cuarto intermedio hasta el miércoles que viene para escuchar propuestas de otro orden. 


En el Consejo Tripartito Superior había una contradicción respecto de un borrador de propuesta presentado por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Por tener diferencias, nosotros no quisimos decretar eso sino acordar con los trabajadores y los 
empresarios acerca de cuáles debían ser los grupos y pensamos que nos vamos a poner de acuerdo al respecto. 


Otro rubro en el que ponemos énfasis es en la inspección. Estamos ante una situación comprometida ya que existen varias 
observaciones de la OIT respecto de las inspecciones en el Uruguay. Estas objeciones abarcan los elementos técnicos con los que 
no contamos; los vehículos que tampoco tenemos; la capacidad técnica e incluso, nos observaron por los bajos salarios de los 
inspectores que los obliga al doble empleo, lo que permite suponer la conjunción del interés público con el privado. Por nuestra 
parte nos encontramos con carencias de vehículos e inspectores, con pocos elementos técnicos y una situación bastante 
comprometida por un conflicto que se venía desarrollando en el Ministerio desde hace más de un año por parte de los inspectores 
que se negaban a realizar tareas en el puerto y en la construcción. 


Los datos estadísticos que tenemos demuestran que en el 2003 y en el 2004 se produjeron 41 fallecimientos por accidentes de 
trabajo, la mayor parte de las veces por negligencia. Estos decesos se dan en tres rubros: en la forestación, en la construcción y en 
la industria. Este último rubro es menos preciso porque abarca muchos sectores, por ejemplo, en los últimos meses hubo tres 
muertos en UTE, empresa que se considera dentro de la industria. Estos son los datos que tenemos registrados a través de la 
Inspección del Trabajo, pero sospechamos que hay más sobre todo en las zonas fronterizas. No podemos demostrar esto, pero sí 
tenemos denuncias sobre todo en la forestación. Para nosotros es una obligación atender este problema y por ello estamos 
tratando de levantar las limitaciones. 


Quiero comentarles, que no tenemos ni una camioneta 4 x 4 en condiciones para hacer inspecciones en el interior de la República. 
Hay una sola que tiene 600.000 kilómetros y muchísimo antes de llegar a destino se rompía. 


Nos dejaron una que estaba para sacar de taller, pero cuando lo hicimos y nos dispusimos a salir al interior, no pudimos llegar a 
destino porque no estaba en condiciones. Hoy tenemos tres unidades: una proporcionada por el Ministerio del Interior y dos por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Precisamente, este último se ha comprometido a poner a nuestra disposición dos 4 x 
4 más, que se utilizarán en régimen de comodato precario. Quiere decir, entonces, que esta situación está en vías de mejorar. 


Por otra parte, recibimos pedidos, solicitudes muy fuertes, tanto del sector empresarial como del trabajador, en cuanto a la 
necesidad de fortalecer las inspecciones de trabajo. Los empresarios de la construcción y del transporte, los panaderos, la Cámara 
de Comercio y la Cámara de Industrias nos plantearon, como cosa muy importante, fortalecer las inspecciones de trabajo porque si 
se van a desarrollar los Consejos de Salarios, que en el sector formal lleva a aumentar los costos, como contrapartida pretenden no 
seguir sufriendo la competencia desleal de sectores informales que se ven beneficiados. Nos aclaraban, fundamentalmente los 
empresarios de la construcción, que ellos se refieren no al trabajador del SUNCA que, junto con otro, "hace arreglos en un baño de 
una señora jubilada" -son palabras textuales- puesto que esta tarea, que siempre existió, es considerada una changa; el tema es 
que existen empresas que construyen edificios de diez pisos en Maldonado sin hacer aportes a la DGI y al BPS. Se nos pidió que 
eso fuera controlado, e inclusive se ofrecieron a participar. 


Tomamos la sugerencia y hace alrededor de dos semanas dictamos un decreto -ya firmado- sobre la creación de un Consejo 
Nacional Asesor en el tema de inspecciones integrado, en forma tripartita, por dos empresarios, con la posibilidad de dos asesores; 
dos trabajadores, también con la posibilidad de dos asesores; y cinco miembros del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Es un 
consejo asesor, pero tiene como función colaborar en el diseño de políticas de inspección, colaborar en el diseño de políticas de 
seguridad y salud laboral, y también colaborar en el diseño de políticas de combate a la informalidad, pero sobre todo, de fomento 
de la formalidad. Admite, cuando se trata un tema concreto, la participación de representantes involucrados en la materia, es decir, 
la creación un consejo de este tipo por rama, y en el interior. A esto le asignamos bastante importancia porque responde a 
requerimientos fundamentalmente del sector empresarial, pero no necesariamente de éste, porque en esas obras que están fuera 
de la DGl y del BPS también existe una gran precariedad laboral, con compromiso de la seguridad y la salud de los trabajadores. 
Nuestras estadísticas nos dicen que la mayor parte de los accidentes se producen donde se dan estas condiciones. Entonces, la 
creación de este consejo asesor también beneficia a los trabajadores. 


Por otro lado, con el Ministerio de Economía y Finanzas nos estamos planteando la coordinación de las inspecciones, puesto que 
hasta ahora se estaban desperdiciando esfuerzos. Repito que la idea es crear un ámbito de coordinación de inspecciones en 
materia de la DGI, del BPS y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esto ya empieza a coordinarse y veremos hasta dónde 
podemos llegar, aunque desde ya aclaro que la intención es ser ambiciosos en sus objetivos. 


En lo que respecta al empleo, nos planteamos modificar las políticas porque creemos que lo que se ha hecho hasta el momento ha 
sido financiar el desempleo, a partir de una situación de pérdida de fuentes de trabajo, de cierre de fábricas -esto se ha venido 
dando desde principios de la década de los noventa- de abandono de tierras y cierre de comercios; proceso este que, con el paso 
del tiempo, se fue acentuando. Desde la DINAE y la JUNAE se extendió de seis a dieciocho meses el período de seguro de 
desempleo, con justificación, y se crearon los cursos de reconversión -con fondos de la JUNAE- que permitieron que el trabajador 
que participaba en ellos viera incrementado su ingreso por medio de un viático. En realidad, muy pocos se han reconvertido a partir 
de los cursos y, por ello, entendemos que, en definitiva, operó como financiación del desempleo. Además, nos parece que esto es 
consecuencia de una política económica que empujaba hacia ese lado; el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no podía -no 
puede ni podrá nunca- ir en contra de las políticas económicas, y si éstas empujan hacia el desempleo, no hay Dios en el mundo 
que permita al Ministro de esta Cartera generar empleo. Por más que hicieran cursos de reconversión -estos llevaban a que un 
obrero de la pesca estudiara metalúrgica, por ejemplo, y a que un metalúrgico estudiara carpintería- si el desempleo se producía en 
la industria metalúrgica o en la maderera, aunque este obrero tuviera una capacitación de la JUNAE, no iba -y así sucedió- a 
encontrar trabajo. 


Entonces, creemos que hay que desarrollar políticas activas hacia la generación de empleo -no es el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social el encargado de crear empleo, sino el conjunto del Gobierno por medio del desarrollo productivo del país- y lo que 
sí puede hacer nuestra Cartera es ponerse en línea con ese esfuerzo. A la vez, estamos tratando de fomentar los 
microemprendimientos en forma bastante intensa; estamos apelando a la cooperación exterior, fundamentalmente, la española y la 
italiana -probablemente también contaremos con ayuda sueca- para la creación de microempresas. Estamos haciendo esto en 
combinación con los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Industria, Energía y Minería, a fin de que el fomento del 
empleo esté en función de los requerimientos de esas actividades. 


Al respecto, tenemos algunos programas que están radicados en la DINAE que refieren a la creación y al apoyo a las 
microempresas, pero han tenido poca financiación y desarrollo, por lo que queremos incrementarlos. Justamente, queremos utilizar 
la mayor parte de los recursos para la creación de esas microempresas y, en ese sentido, reconvertir los cursos de la JUNAE. La 
lógica de la JUNAE era proponer quince, veinte o treinta cursos que un trabajador podría realizar para después tratar de salir a 
competir al mercado de trabajo. Muchas veces, por ejemplo, cuando por ejemplo un carpintero quería instalar un negocio en dicho 
rubro, se le daban cursos de carpintería, pero al año se fundía porque no tenía ni idea de lo que es la gestión empresarial. 
Entonces, los cursos que queremos impartir ahora en apoyo a la microempresa tienen que ver con la gestión empresarial y con 
aquellos elementos que permitan llevar adelante un emprendimiento de esa naturaleza. Un carpintero sabe de carpintería y no 
necesita cursos para ello, sino apoyo financiero, técnico y educativo en lo que no conoce. 


En ese sentido, también queremos reconvertir los cursos de la JUNAE. Lo estamos tratando de hacer y después veremos cómo 
coordinamos entre los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Industria, Energía y Minería, la Asociación Nacional de 
Micro Empresarios y el Movimiento Cooperativo, a fin de llevar adelante entre todos las propuestas de generación de empleo. 
Reitero esto, no porque la creación de empleo sea responsabilidad del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, -creo que éste 
debe surgir a partir del desarrollo económico del país- pero sí es necesario que nuestra Cartera se ponga en línea con todo ese 
esfuerzo. 


Otro problema con el que nos hemos encontrado ha sido el de la presencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
interior. Las oficinas de trabajo en el interior no expresan correctamente los lineamientos y las posibilidades de trabajo de nuestra 
Cartera. A propósito de ello, con la Directora de Coordinación con el Interior, doctora Rosario Lagarmilla -quien era la anterior 
Directora General del Ministerio- nos hemos planteado la creación de consejos tripartitos de mejora de gestión en las oficinas de 
trabajo del interior. En el correr de esta semana adoptaremos una resolución ministerial -no dictaremos un decreto- tendiente a la 
formación de esos consejos, con la participación de los trabajadores y de los empresarios, y el asesoramiento del Colegio de 
Abogados local, es decir, de cada departamento del interior, a fin de fortalecer desde allí la gestión de las oficinas de trabajo. 


Podemos decir que el tema está encaminado y la señora Directora está recorriendo el interior tratando de poner en marcha todo 
esto; adelantamos que la próxima semana el emprendimiento va a ser más fuerte. 


Por otro lado, tenemos el caso de INDA que forma parte del Ministerio y nosotros lo recibimos con problemas. A los tres días de 
estar al frente de la Cartera recibimos la noticia de la existencia de un juicio por compra de carne, que no se pagó, por U$S 
1:000.000. 


SEÑOR ALFIE.- Por mi parte, conozco perfectamente el tema y el juicio es con la Empresa Alimar. 
SEÑOR MINISTRO..- Es verdad, es así exactamente. 


SEÑOR ALFIE.- No se trata de que no se haya pagado el juicio, lo que sucede es que la empresa Alimar fue encontrada en 
connivencia con un Director anterior -que fue destituido y que tiene un proceso- y, según los antecedentes y las pruebas, entregaba 
carne picada y figuraba otro tipo de carne. Es más, esa empresa llamaba directamente a mi Secretaría, porque supuestamente ¡ba 
a depender de mí el hecho de pagar o no. Por mi parte, no voy a pagar algo que está en juicio por otras prácticas que no tienen 
nada que ver con lo que es normal a nivel del comercio. 


Deseaba hacer esta aclaración porque el tema es conocido desde hace mucho tiempo; creo que lleva por lo menos dos años. 


SEÑOR MINISTRO.- El problema es que estamos a punto de perder el juicio que esta en marcha, porque INDA reconocía las 
facturas impagas. Hay una investigación administrativa, pero no sé qué podemos hacer en este momento y a qué podemos llegar, 
justamente, por lo que dice el señor Senador, en el sentido de que se contrataba una carne y se entregaba otra. 


Nosotros estamos investigando -porque es el camino que tenemos- si se entregaba carne del mismo valor o se entregaban los 
mismos kilos con distinto valor. En ese caso, es muy claro lo que sucedería. 


Suponemos que lo que pasaba es que, por ejemplo, se compraban 100 kilos de cuadril, se entregaban 100 kilos de carne picada y 
se facturaba por los 100 kilos de cuadril. Ahora bien, también se puede decir que en realidad se entregaban 250 kilos de carne 
picada y eso es otra cosa, aunque igualmente es una irregularidad. En ese sentido se está investigando desde antes que quien 


habla asumiera el Ministerio pero adelanto que es muy difícil establecer qué ocurría. Lo cierto es que estamos a punto de perder 
ese juicio por un monto mucho mayor a U$S 1:000.000 y la línea argumental de nuestra defensa es la que expuso el señor 
Senador referida a la irregularidad cometida por la empresa. 


Otro de los problemas que tiene nuestra Cartera es que cuenta con la mayor diversidad de funcionarios pertenecientes a otras 
reparticiones del Estado. A modo de ejemplo, podemos citar el caso del INA, que determina que de la gestión anterior se reciba a 
los trabajadores y las deudas pero no el patrimonio. En este caso puntual, hay un abismo entre la deuda que reconocía el INA y lo 
que se le reclama. Este Instituto reconoce una deuda de $ 214 y se le reclama U$S 8:000.000. Durante la administración pasada 
los contadores del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecieron que las posibilidades con respecto al monto de la deuda 
eran tres. Se debían U$S 3.000, U$S 97.000 ó U$S 270.000 por lo que hay un abismo con la suma que se maneja de U$S 
8:000.000. 


Con respecto al INDA podemos decir que en este momento funciona en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social pero 
tiene tareas que se comparten con el nuevo Ministerio de Desarrollo Social por lo que estamos viendo cómo se compagina esta 
situación. El INDA tiene la responsabilidad de los comedores, las canastas y las bandejas y se va a seguir trabajando de esa forma 
hasta que no sea sustituido por otra cosa. Por una gestión acordada con las Intendencias del interior antes de que asumiéramos la 
Cartera, tenemos compromisos hasta el mes de mayo. Luego se verá si se mantiene ese diseño o se elabora uno nuevo pero, 
reitero, mientras no se decida realizar una sustitución, vamos a seguir adelante. 


Por otra parte, quiero manifestar que hay temas que rozan la seguridad social. No quiero ingresar en el asunto concreto de la 
seguridad social porque no me da el tiempo -si lo señores Senadores lo desean, lo puedo exponer en otra oportunidad- pero sí 
quiero referirme a aspectos que están relacionados con el tema y con otros puntos a los que aludí. Concretamente, me refiero al 
seguro de desempleo. Las políticas de empleo que estamos tratando de acordar, sobre todo con la cooperación del exterior, 
pretenden utilizar fondos del JUNAE para la creación de micro empresas, pero también fondos de desempleo. Queremos que el 
trabajador tenga derecho a utilizar el fondo de desempleo para crear una micro empresa si tiene un proyecto viable y cuente con el 
apoyo del micro crédito que estamos intentando acordar. 


Vendría a ser una especie de capitalización del desempleo, es decir, no se trata de financiar el desempleo sino utilizar un elemento 
pequeño en la creación de una microempresa que cree una fuente genuina de trabajo. Algún avance en este sentido se produjo el 
año pasado con la aprobación de la ley cooperativa, que permite utilizar el seguro de desempleo en el mantenimiento de empresas 
que estén a punto de cerrar. Esto todavía está para reglamentarse; nosotros queremos hacerlo, en parte, con estos conceptos, 
pero queremos ver si también se puede mejorar desde el punto de vista de la legislación. 


Por otra parte, debo decir que hemos recibido planteos de empresarios turísticos vinculados fundamentalmente a hoteles y 
restaurantes -y que también tienen que ver con otras actividades empresariales- con respecto al seguro de desempleo en la baja 
zafra. Los empresarios dijeron, textualmente, que ellos trabajan en zafra turística, luego mandan el personal al seguro de 
desempleo, se produce un fin de semana largo y, en ese caso, para abrir tienen tres posibilidades: o sacan a la persona del seguro 
de desempleo y el trabajador que iba a recibir 16 jornales recibe 4, 5, 6 u 8, o traen gente de afuera, lo cual genera un problema 
con las personas que están en el desempleo, o trabajan en negro, que es lo que hacen más normalmente. Entonces, existe ya la 
posibilidad de seguro de paro parcial y, en ese sentido, estamos tratando de mejorar las posibilidades que se pueda brindar. Y digo 
esto en este ámbito porque está referido a la generación de trabajo del desarrollo del país productivo. Queremos analizar este tema 
con los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería y de Turismo y también con el Banco de 
Previsión Social; ya hemos creado una comisión que está haciendo un estudio al respecto, vinculado con el seguro de paro del 
trabajador zafral rural. Veremos, entonces, cómo vamos avanzando para luego ingresar directamente al tema de seguridad social, 
pero aprovecho igualmente para plantear esto debido al requerimiento de varios empresarios y trabajadores. 


Creo que me he referido a las cinco Direcciones importantes. La que resta es la Dirección General de Secretaría, pero eso depende 
de la organización interna del Ministerio, que tiene dificultades presupuestales. Vale aclarar que el Ministerio participa en el 
presupuesto con el 0,66%, del cual más del 80% pertenece al INDA. Entonces, lo que le corresponde al Ministerio como tal -el 
INDA es como un agregado, sería como el aspecto asistencial de la Cartera, pero la Dirección Nacional de Trabajo, la Dirección 
Nacional de Empleo e Inspección, en coordinación con el interior, hacen a las políticas claves del Ministerio- es el 0,13% del 
presupuesto. Y este porcentaje no alcanza, en la medida en que nosotros tenemos que desarrollar la DINATRA para ponerla en 
línea con la negociación colectiva y los consejos de salarios, y queremos desarrollar la Inspección General para poder hacer una 
inspección en serio. Por ello, vamos a pedir una participación distinta en el Presupuesto Nacional -ya la hemos solicitado- que, de 
todas maneras, no es alta. Pero, si no mejoramos la participación, no podremos afrontar esto desde el punto de vista presupuestal. 


Nosotros, en aspectos menores, no en lo grueso, hemos resuelto el tema de la DINATRA y de inspección con el apoyo de PNUD y 
de la OIT, pero el apoyo es por un año, hasta que esto se incorpore al presupuesto; estamos en eso. 


También destacaría que desde el 1% de marzo a hoy, nos hemos encontrado con una cantidad muy importante de conflictos. Digo 
importante no en comparación con lo que haya sido o lo que vaya a ser, sino con lo que aparece en la prensa, donde se dice 
mucho acerca de los conflictos con despidos, con paros de actividades y, en algunos casos, con ciertos riesgos, por ejemplo, 
suspender la recolección de residuos en Artigas durante Turismo como presión para obtener determinados resultados. También 
tuvimos el conflicto pesquero y el del transporte del interior para Semana Santa -este sí creo que trascendió en la prensa- y, hasta 
ahora, hemos podido arreglarlos y solucionar todos los despidos menos uno que se dio en el transporte, porque se entendió que no 
correspondía intervenir ya que se trataba de un guarda que vendía boletos para él. Todo lo demás se ha arreglado, pero siguen 
produciéndose nuevos conflictos y vemos que algunos de ellos no se van a poder solucionar; vamos a ver cómo evolucionan. 


En este sentido, hasta ahora la evaluación ha sido positiva. En este momento tenemos un conflicto, que es el de VTV, donde creo 
que se van a producir despidos que no vamos a poder arreglar dado que se trata de una situación complicada que rápidamente va 
a tener algún desenlace. 


Después de esta exposición quedo a disposición de las consultas de los señores Senadores. 


SEÑORA DALMAS.- En primer lugar, agradecemos al señor Ministro su comparecencia en el día de hoy porque, si bien sabemos 
el programa de Gobierno de nuestra fuerza política, en términos generales, es útil para el trabajo de esta Comisión tener claro 


cuáles son los planes respecto a las políticas de empleo, de trabajo y de seguridad social. Por lo tanto, resulta para mí muy 
ilustrativa esta exposición general de las prioridades del Ministerio y en las cuales está trabajando. 


Quiero decir además, en honor a la verdad, que la inquietud de la Comisión con respecto al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y la comparecencia del señor Ministro, en realidad, surgió a partir del tema de la seguridad social, a efectos de comunicarnos 
los objetivos que en ese sentido tiene el señor Ministro en el período que tiene por delante. Esto es también por el hecho de que ya 
hemos ingresado, por parte de un señor Senador, proyectos concretos en el área de la seguridad social. No obstante ello -y por eso 
me alegro de que el señor Ministro esté resuelto a continuar con estas reuniones- podríamos agendar en el momento que sea 
conveniente un trabajo más exhaustivo sobre la seguridad social, el cual constaría de dos partes. 


Por un lado, la política general y las prioridades del Gobierno y, por otro, su opinión sobre los proyectos presentados. No sé de qué 
manera lo vamos a considerar, es decir, en una o dos reuniones o las que sean necesarias. 


Con respecto a lo que se acaba de plantear, es decir, al aspecto general del trabajo, me gustaría preguntar cuál es el estado actual 
de una unidad de trabajo que se creó, que se llamaba Observatorio de Empleo que parecía bien interesante, por lo menos, en su 
producción. A su vez, fue un dato importante de trabajo para quienes estamos interesados en el tema. 


Por otro lado, con respecto a los proyectos de generación de empleo, está la vía del impulso a micro empresas, que es una línea 
de trabajo que en el mundo del empleo de hoy es muy interesante, ya que estamos en un tiempo histórico donde la generación de 
trabajo no parece provenir de grandes instalaciones industriales como en el pasado, sino muchas veces a partir de estas micro y 
pequeñas empresas. Reitero que considero que es una línea de trabajo muy interesante, pero también, por lo planteado por el 
propio señor Ministro, hay algo que ha demostrado ser vital en la concreción de ese tipo de proyectos y, sobre todo, en la 
permanencia en el tiempo como solución para el trabajador que lo emprende, que es un adecuado estudio de marketing sobre las 
necesidades efectivas sobre aquellos bienes o servicios que se propone proporcionar a través no solamente de lo que conoce en 
su rubro de trabajo habitual o en su parte profesional, sino también de las necesidades del mercado con respecto a los bienes y 
servicios que está dispuesto a producir. Y esa parte, generalmente con la que no cuenta, obviamente, el trabajador desempleado, 
tal vez sería uno de los fundamentos mínimos para iniciar cualquier emprendimiento que el Ministerio o el Estado estén en 
condiciones de proporcionar. 


En consecuencia, estas eran las dos inquietudes que quería formular, si bien me pareció muy completa la presentación del señor 
Ministro. 


SEÑOR LARA..- En primer lugar quiero expresar que vemos con enorme beneplácito la presencia y disposición del señor Ministro al 
concurrir rápidamente a esta Comisión. En segundo término, creo que ha hecho un análisis muy importante con respecto al tema 
del trabajo. Pero quien está hoy sentado frente a nosotros es el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y sobre algunos 
puntos tengo que hacer algunas preguntas, por lo menos, en líneas generales y veremos si en otra reunión se puede completar la 
información. O quizá le enviemos por escrito algunas inquietudes para que nos las conteste. 


Se hizo mención a que el año pasado hubo 41 muertos por accidentes... 
SEÑOR MINISTRO.- En dos años. 
SEÑOR LARA..- Prefiero hacer todas las preguntas juntas para luego poder profundizar en los temas. 


Quisiera saber si se nota una clara falta de inspectores. Por otro lado, en cuanto a lo que expresó el señor Ministro sobre el 
informalismo -que hoy se manejan las cifras aproximadas de 400.000 personas o trabajadores que no están aportando al Banco de 
Previsión Social- preguntaría si se va a seguir aplicando la ley del monotributo o hay intención por parte del Ministerio de que el 
aporte pueda ser por escala. 


En tercer lugar, me gustaría conocer la posición política del señor Ministro con relación al tema de las AFAPs. 
La cuarta pregunta apunta en líneas generales al tema de los topes jubilatorios. 


En quinto término quisiera saber, en lo que tiene que ver con el Plan de Emergencia, si están contemplados en él los 127.000 
jubilados y pensionistas cuyos ingresos no superan los $ 950. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quien habla quiere aclarar que se ha anotado para hacer uso de la palabra en último lugar, de manera que 
los señores Senadores puedan formular al señor Ministro todas las preguntas que deseen. 


SEÑOR ALFIE.- Antes que nada agradezco al señor Ministro su presencia en la Comisión para comunicarnos lo que piensa hacer. 


Tengo algunas preguntas para formularle y voy a comenzar por la última, teniendo en cuenta las inquietudes planteadas 
anteriormente por el señor Senador Lara. 


El señor Ministro mencionó una cifra cercana a 20 muertos por año ó 42 cada dos años, sobre un número de 62.500 trabajadores. 
Ahora bien, ¿cómo compara este dato internacionalmente? ¿Está bien o está mal? Le hago esta consulta, porque la verdad es que 
nunca manejé estadísticas al respecto. 


Por otro lado quiero plantearle algunas preguntas más vinculadas a su posición. Primero, yo no entiendo por qué los Consejos de 
Salarios van a mejorar el empleo y la producción, tal como ha afirmado, y la segunda inquietud refiere a la negociación colectiva 
pública. El señor Ministro realizó una división en tres partes. En la primera Mesa están incluidos los representantes de la Mesa 
Intersindical de Entes, donde no sé si ubica también a los de los Bancos, y están COFE y la Oficina Nacional del Servicio Civil. En 
la segunda están comprendidos los organismos de la enseñanza y los mencionados en el artículo 220 de la Constitución de la 
República. Sin embargo, el INAU aparece en otra Mesa y el Poder Judicial tampoco está. Entretanto, la otra Mesa corresponde a la 
Administración Central del INAU, al que acabo de hacer referencia. 


Me gustaría saber por qué la integración es esta, porque hasta donde tengo conocimiento, la Administración Central como tal y los 
entes de la enseñanza se manejan directamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, en tanto los de las empresas -estoy 
pensando en la Mesa Intersindical de Trabajadores- lo hacen directamente con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Aquí 
figura COFE con las empresas, pero no está el Ministerio de Economía y Finanzas integrando ninguna Mesa. Digo esto porque la 
negociación siempre se ha realizado de esa forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para mayor aclaración, la Mesa consulta al señor Senador Alfie si la pregunta concreta está dirigida a la 
composición de las distintas Comisiones y a la organización de los funcionarios públicos. 


SEÑOR ALFIE.- Sí, porque el Ministerio de Economía y Finanzas tiene a su cargo la negociación de los salarios públicos, no de los 
privados. 


En tercer lugar, el señor Ministro habló de pautas internacionales para el aumento del empleo y del Producto, pero no describió qué 
tiene en mente el Ministerio. 


En cuarto término deseo formular una pregunta que, estrictamente, tiene algo de afirmación. 


Hay un ofrecimiento para participar en un consejo asesor sobre inspecciones, en el que participarían las Cámaras empresariales, 
sindicatos y representantes con asesores. La pregunta concreta es si esos representantes son remunerados por la Administración, 
o no. La reflexión que podemos extraer es que tenemos que tener extremo cuidado con esto, porque es la forma más fácil de limitar 
la competencia y de lograr la venganza utilizando al poder político en cosas que no lo ameritan. Nunca en mi vida tomé una 
denuncia de ningún tipo porque, si nos pusiéramos a investigar e hiciéramos de policía de todos los que se presenten, estaríamos 
cometiendo un error. Sobre esto, entiendo que a determinado nivel, de changas que hacen ciertos operarios en determinado 
momento, se suele no pagar aportes. Pero me parece que sentarse a admitirlo, pacíficamente, en el sector oficial, no es lo correcto 
porque la violación no es ni poca ni mucha: se viola o no se viola. 


La siguiente reflexión tiene que ver con el fomento del empleo y con la creación de micro empresas. Algunas de las cosas que dijo 
el Ministro las puedo compartir. Recuerdo lo que dijo el dirigente del Sindicato de FUNSA, señor Romero: "nosotros somos 
trabajadores; queremos que venga un inversor. No somos empresarios y esto no se arregla con un curso de seis meses o un año 
de Administración de Empresas". El tema del micro emprendimiento manejado desde el Estado es complicado en todas partes del 
mundo y ha sido un error. Evidentemente, el programa es exitoso, pero no por el programa en sí, sino porque la gente es talentosa 
para eso y nada más. Además, ¿quién dice que existe el mercado? Todos sabemos que los micro emprendimientos, sobre todo los 
industriales o productores de bienes -no los de servicio- no tienen ninguna capacidad de competencia en el mundo y tampoco en el 
Uruguay; no así los de servicio. Los empresarios no se hacen a través de cursos. Hay algo a tener en cuenta: una persona puede 
prepararse mucho para desempeñarse en esta actividad, pero no mediante un curso corto sino, básicamente, por una condición 
natural. 


Por último, el señor Ministro habló de dos juicios conocidos. Creo que dentro de cinco años, cuando el Ministro deje su cargo, habrá 
cinco más, porque es así como funciona. Recordemos, por ejemplo, que en la Intendencia Municipal de Montevideo hay un juicio 
por U$S 20:000.000 por año, que los trabajadores ya tienen ganado por la diferencia de sueldos en virtud de un contrato laboral 
firmado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa se permite reiterar que, en caso de profundizar sobre el tema en presencia del señor Ministro con 
preguntas que hacen a su Cartera, tendríamos que darnos la discusión sobre algunos de los temas que plantea el señor Senador 
con relación a la creación de empleo y a la calidad de empresario. Creo que la sociedad uruguaya tiene sumamente estudiado el 
sindicalismo y quienes pertenecemos al empresariado nacional tenemos poco estudiado el tema del empresario. Sería bueno 
estudiar el empresariado. Para quienes venimos de la casa de un tornero que se convirtió en empresario nacional eso es claro, 
pero sí me parece bueno discutir al respecto porque no hay verdades absolutas; a veces, con la presencia del señor Ministro se 
acorta el tiempo necesario para tratar estos temas tan profundos y, como no nos escuchamos mucho, nos entendemos peor. 
Perdóneseme la digresión. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero, además de agradecer la presencia del señor Ministro en este ámbito, formular una serie de preguntas. 


En primer lugar, el señor Ministro ha planteado las dificultades que surgen como consecuencia del escaso número de profesionales 
y no profesionales que existe a los efectos de representar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en la Mesa de Negociación 
Colectiva y en el Consejo de Salarios. Concretamente, me gustaría saber cómo se ha propuesto el señor Ministro solucionar -si es 
que hay alguna posibilidad de hacerlo- la escasa cantidad de personas -el señor Ministro habló de abogados- a la hora de 
representar al Ministerio en las Mesas antes mencionadas. El señor Ministro expresó que durante el primer Gobierno del doctor 
Julio María Sanguinetti -período que conocía personalmente- esa función era cumplida por alrededor de 115 ó 120 abogados, 
mientras que actualmente cuenta con 16 abogados a esos efectos. 


La segunda pregunta que deseo formular es sobre inspección de trabajo; esto es, cómo se plantea evitar la discriminación existente 
en esa materia entre las empresas del sector formal frente a las del sector informal. ¿Qué soluciones logísticas se han previsto -o 
se pretende prever- a los efectos de subsanar ese problema? 


En tercer término, consulto al señor Ministro con relación al Consejo Nacional Asesor en materia de inspecciones, porque no me 
quedó claro si se refería, exclusivamente, a la industria de la construcción. 


La cuarta inquietud que quiero realizar refiere a la coordinación de inspecciones, que considero un aspecto particularmente 
interesante en la gestión del Ministerio. En este sentido, el señor Ministro planteó la realización de dicha coordinación con la 
Dirección General Impositiva, el Banco de Previsión Social y el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En esa materia, me 
permitiría sugerir -y quiero saber si ello figura dentro de las inquietudes del señor Ministro- que la misma coordinación se efectúe 
también con el Banco de Seguros del Estado. 


En quinto lugar, deseo saber -y esto ha sido inquietud de varios señores Senadores aquí presentes- quién ha patrocinado al 
Estado; esto es, si ha sido el propio Ministerio, a través de su Asesoría Jurídica, o si se ha contratado alguna asesoría externa para 


el patrocinio de esos juicios de los que nos ha hablado el señor Ministro. 
Por último, no quiero formular una pregunta, sino hacer la siguiente reflexión. 


El señor Senador Alfie se ha dirigido al señor Ministro a los efectos de plantearle su inquietud con respecto a la estadística 
comparativa en materia de accidentes de trabajo. En este sentido, me permito recordar -y quiero señalar que conozco la 
sensibilidad del señor Senador Alfie y, por esa razón, descuento que su interrogante no encerraba otra cosa que una inquietud, 
quizá, fruto de su formación profesional- que para esta Bancada, y específicamente para este señor Senador, los accidentes de 
trabajo no se miden estadísticamente, porque 41 muertes en dos años, es lo mismo que si se hubieran producido en cinco años: 
son 41 muertes de trabajadores. 


SEÑOR LORIER.- Quiero agradecer la presencia del señor Ministro en esta Comisión, a la vez que deseo formular tres preguntas 
concretas. 


En primer lugar, tenemos información de que existen patronales que en este momento están, de alguna forma, coartando la 
posibilidad de conformar agremiaciones o sindicatos. En este sentido, pregunto al señor Ministro acerca de qué perspectivas hay 
en torno al tema de las libertades sindicales y de la ley de fueros. 


En segundo término, consulto acerca de la Ley de Cooperativas porque sabemos que la actual no está reglamentada. Entonces, 
me gustaría saber si hay intención de elaborar otra norma en esta materia. 


Y la tercera cuestión sobre la que queremos consultar al señor Ministro tiene que ver con el Salario Mínimo Nacional; esto es, si 
existen posibilidades de incrementarlo y si hay datos vinculados a la mejoría en los ingresos de recaudación respecto del último 
incremento que se ha producido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente se va a permitir hacer algunas preguntas. 


Creemos que los que llegamos ahora tenemos alguna experiencia anterior en conflictos laborales. Soy un empresario que fue 
Presidente en la actividad empresarial y me desempeñé como abogado laboralista, por lo que tengo alguna inquietud que trasmitir 
en esta Sala y especialmente al señor Ministro. 


Respecto al conflicto industrial hay intereses pluriobjetivos e individuales. El Estado de Derecho se arregla con el estado de 
Derecho. El conflicto ha sido uno de los caminos en donde muchas veces no se ha transitado adecuadamente y la estructura 
ministerial no ha dado una respuesta rápida al requisito judicial previo de la conciliación en forma individual cuando una persona 
quiere ejercer un derecho en los estrados judiciales. Tenemos una conciliación previa imprescindible que, a modo personal, puedo 
decir que la he experimentado muchas veces. Creo que eso lo podemos basar en una discusión, que ya se ha planteado, sobre "la 
capitalización de los conflictos" cuando éstos se colectivizan, pero nos gustaría saber qué medidas se van a tomar para el futuro en 
cuanto a las conciliaciones individuales a los efectos de dinamizar o no este asunto. Realizo estas preguntas por cuanto hace 
tiempo que no estoy vinculado con la atención de los conflictos individuales de trabajo y los tiempos de conciliación. Por otra parte, 
recuerdo que en el pasado era tan prolongado el tiempo que el trabajador debía esperar para que se resolvieran sus conflictos 
laborales, que se veía desestimulado o perdía su interés por ejercer ese derecho legítimo. 


Quiero decir a los señores Senadores y al señor Ministro que el Presidente se tomó la libertad de hacer estos comentarios, a pesar 
de que son muchas las preguntas que debemos abordar y el tiempo de que disponemos es escaso, ya que a las 14 horas debemos 
culminar la reunión por otros compromisos asumidos anteriormente. 


SEÑOR MINISTRO.- Son unas cuantas preguntas las que se han formulado, pero hay algunas que, si bien no son exactamente 
iguales, apuntan al mismo tema, puesto que refieren a las microempresas, y que cuentan con una opinión del señor Senador Alfie y 
de la señora Senadora Dalmás. En ese sentido, voy a responder con una reflexión que abarca el tema. 


Tengo conocimiento de que el razonamiento del sindicalista Romero está extendido en muchos trabajadores. Digo esto porque 
recuerdo que entré a una cooperativa y había gente que estaba en la empresa pero no era socia, y que cuando se le planteó el 
tema de la cooperativa, dijo: "A mí no me pagan por pensar, y no quiero que me paguen por pensar". Entiendo que es lo mismo. 
Conozco ese razonamiento y muchos otros parecidos o no iguales, pero que van por ese lado. El problema es que lo que nos 
estamos planteando es un esfuerzo colectivo que también lleva a reflexionar colectivamente. Entonces, quizás el que no quiera que 
le paguen por pensar, tampoco piense en avanzar colectivamente y, por ende, no se va a involucrar en un emprendimiento de este 
tipo, es decir, en una microempresa, porque no le interesa. 


Planteé tener la posibilidad de poder utilizar recursos para la creación de microempresas por todos los que piensan que creen tener 
algo para aportar en ese sentido. Esto no es para obligar al que no quiere pensar o al que quiere un empresario, es decir, el que 
señala: "Quiero un patrón que me haga trabajar y que me pague a fin de mes". Está bien que el que razone así y entienda que 
necesita del patrón para trabajar porque no es capaz de hacer el esfuerzo por sus propios medios, no razone en 
microemprendimientos. Sin embargo, en el mundo de hoy no está necesariamente probado que los microemprendimientos y los 
trabajadores que quieren pasar por esa experiencia no les va bien. En España existe una ley de Capitalización del Desempleo que 
está en discusión, porque hay un sector político que dice que es mucho más barato que el trabajador vaya al desempleo. 


En España, los trabajadores tienen dos años de desempleo y el que utiliza el sistema de capitalización del desempleo cobra a los 
dos años, pero el que no opta por él y va al desempleo, quizás esté desempleado un año y, por lo tanto, gasta menos. No quiero 
ser despectivo, pero es un razonamiento muy parcial porque también hay una economía social y los que defienden la ley de 
capitalización del desempleo dicen que el 96% de los trabajadores que participan en este proyecto no van más al desempleo, lo 
que es más barato, y también es más barato socialmente porque mantiene empleos. Esta polémica es general y se da en todos 
lados. 


Por ejemplo, Chile ha avanzado enormemente en la generación de empleos a través de la microempresa. Allí se reconvierten 
trabajadores que hacen la experiencia de la microempresa, y la mayor parte del trabajo en Chile, en la actualidad, surge de ésta. 


Sé que los cursos pueden ser menores a un año, por ejemplo de dos meses, y ellos no generan microempresarios porque sí, pero 
conozco mucha gente que cuando estuvo a punto de perder el empleo quiso utilizar recursos que no tuvo. Por otra parte, sé de 
personas que sin recursos reconvirtieron su empleo, algunos con el apoyo del pasado Gobierno y otros con el anterior, y lo 
lograron, están trabajando. No fueron al seguro de desempleo, quedaron desocupados permanentemente porque reconvirtieron su 
empleo. Puedo citar, rápidamente los ejemplos de Urreta en Salto, Molino Santa Rosa en Canelones, FUNSA, La Serrana de 
embutidos en Lavalleja, que cerraron, luego reabrieron y siguen trabajando. 


Queremos tener la mayor cantidad de mecanismos que le permitan al trabajador, no financiarle el desempleo, sino con el mismo o 
menor monto financiarle el empleo, es decir, su reconversión. No se trata de hacer los cursos de reconversión, ya que conozco 
muchísimos trabajadores que los han hecho -yo mismo los hice- pero muy pocos que se hayan reconvertido. Muchos elegían los 
cursos más largos para ver en cuál podían ganar más viáticos. Así no se reconvierte nadie y por ello quiero utilizar ese esfuerzo 
monetario, para generar empleo, aunque sea poco; creo que la solución puede ir por esos carriles. 


Con respecto a la pregunta formulada por la señora Senadora Dalmás, debo decir que hay dos observatorios de trabajo. Uno que 
está en el sector de la JUNAE perteneciente al PIT-CNT con cooperación italiana y otro que se está desarrollando en el propio 
Ministerio, a través de la DINAE. Los dos siguen en marcha y en la actualidad estamos tratando de fortalecer el de la DINAE, 
vinculándolo al conjunto del Ministerio, dándole algunas características distintas del otro, ya que queremos ver la evolución de las 
empresas, sus crisis, las causas de estas, etcétera. Además, tenemos el ofrecimiento de organismos internacionales que con sólo 
pedirlo, y sin costo, nos harán un estudio a fondo y detallado de la situación y evolución del empleo. Estudio que solicitaremos. Esto 
al margen de los dos observatorios existentes. 


Paso ahora a las preguntas concretas. La primera es si se nota una clara falta de inspectores. Sí, creo que la hay, pero también les 
falta una preparación adecuada desde el punto de vista técnico, aunque no en todos los casos, puesto que algunos son muy 
capacitados. En fin, se requiere aumentar la cantidad, y creo que también mejorar el diseño. 


Comparto lo que decía el señor Senador Alfie en cuanto a que es peligrosa la participación en la inspección. Por eso hemos 
planteado una asesoría de diseño de inspecciones y no una participación en las inspecciones. Inclusive, la OIT y las normas 
internacionales plantean que eso no suceda por las razones esgrimidas por el señor Senador Alfie; pero nos parece que no hay 
peligro en asesorar en el diseño. Sí lo hay cuando, más allá de la asesoría, se resuelve. Es cierto; ese es el peligro, pero 
entendemos que el concepto de consejo asesor encierra más virtudes que problemas. Además, hay sectores que han colaborado, 
no apuntando hacia la represión de la informalidad, sino a formalizar el trabajo. Uno es el de los transportistas de carga, que han 
tratado de que sea más conveniente para el empresario ser formal que informal. Entonces, queremos escuchar lo que se nos 
quiera decir en ese sentido. 


A continuación, quiero hacer una aclaración puntual al señor Senador Alfie: yo no acepté que hay cosas que se hacen. Dije 
"comillas", textualmente me dijeron tal cosa. Mi actitud quizá haya sido la misma que tuvo el señor Senador Alfie, que señala "yo sé 
que esto pasa". También yo sé que esto pasa, pero a continuación no digo "está bien que pase". Repito que simplemente sé que 
pasa. Lo que hice fue repetir textualmente lo que me señalaron empresarios de la construcción respecto a la cuestión de la 
informalidad. No es, pues, que oficialmente se admita, sino que oficialmente se sabe que pasa. No sólo lo dijeron empresarios de la 
construcción, puesto que también aludí a que me dijeron textualmente: "tenemos tres posibilidades, y lo que normalmente hacemos 
es trabajar en negro". Pero, por otra parte, todos sabemos que es así y lo peor que podemos hacer es esconder la cabeza y decir 
"esto no pasa porque somos el Estado". Ocurre, pasa, seamos el Estado o particulares, y uno modifica las cosas a partir de que 
acepta que pasa, pero no acepta que esté bien que suceda. Lo que señalé, repito, es que pasa. De ninguna manera se trata, pues, 
de que el Estado diga que está bien que pase. 


Con respecto a la pregunta planteada acerca del BPS y el monotributo, debo señalar que estamos viendo el tema. Creo que el 
monotributo es un aporte que se puede desarrollar más, porque se trató de que 400.000 personas aportaran, pero lo concreto es 
que no lo hicieron. Entonces, hay que seguir avanzando en esta materia. 


Se planteó la interrogante de qué pienso yo sobre las AFAP. En la prensa me han preguntado al respecto y mi respuesta ha sido 
que no importa lo que yo pienso; importa lo que piensa el Gobierno. Precisamente, lo que planteó en cuanto a la Seguridad Social, 
incluyendo a las AFAP, es que hay que estudiar a fondo su funcionamiento con participación de los interesados y a partir de eso 
sacar conclusiones, que es lo que estamos haciendo. Lo que estoy diciendo ahora es lo que vamos a hacer: vamos a trabajar junto 
con el Ministerio de Economía y Finanzas, con el Banco de Previsión Social y, probablemente, con los jubilados para hacer un 
estudio; luego veremos. Lo que sí está claro es que la Seguridad Social, así como está, no camina. En realidad no es un problema - 
eso sí lo pienso y lo digo- de la Seguridad Social, sino de la relación pasivo-activo. 


Mientras en el país no avancemos para generar mayor cantidad de empleo, la seguridad social siempre nos va a estar pegando 
con fuerza, porque no hay una correcta relación y, entonces, la estamos financiado desde Rentas Generales en lugar de desarrollar 
una política que la haga sustentable por sí misma sin apoyo externo. Esto requiere estudios y los vamos a hacer con la 
participación de todos los sectores interesados en el tema. Sucede lo mismo con los topes jubilatorios; ha habido manifestaciones 
del Presidente de la República tendientes a modificarlos, pero queremos estudiar dichas modificaciones en esta comisión a crear. 


Con respecto a la participación de los jubilados en el Plan de Emergencia, he oído expresiones de la señora Ministra en el sentido 
de que todo el que esté por debajo de determinado ingreso tiene derecho a participar en él. Aclaro que yo no soy quien está 
llevando adelante este tema y que, simplemente, estoy repitiendo lo que afirmó la señora Ministra de Desarrollo Social. 


En lo que tiene que ver con la comparación de los accidentes de trabajo a nivel internacional, no tengo claro dicha estadística. Sí 
tengo la seguridad de que las muertes que se producen en forestación en Uruguay son mayores que las de otros países que 
desarrollan esta actividad. Por ejemplo, España desarrolla la forestación, pero no creo que tenga los accidentes que hay en 
Uruguay porque ellos están vinculados a cómo se organiza la actividad. Acá la empresa contrata una tercerizadora y ésta sale a 
buscar gente en otro departamento con un camión; la gente trabaja en short y alpargatas, sin los instrumentos de seguridad y, 
entonces, pasa lo que tiene que pasar porque no se cumple con los requisitos de seguridad. 


En este sentido, nosotros vamos a avanzar para establecer la subsidiariedad de la responsabilidad de quien contrata 
tercerizadoras. La responsabilidad la tiene la empresa madre que contrata a las tercerizadoras; están contratando como 


tercerizadoras a gente que tiene hasta dificultad para firmar, y después aparecen como responsables de una cantidad de 
situaciones que se dan, pero no tienen ningún patrimonio para responder. Esa es la forma en que la empresa madre esconde sus 
responsabilidades. 


Entonces, tenemos que avanzar en ese sentido: si tenemos que elaborar y reglamentar leyes, lo haremos. Por lo pronto, se puede 
reglamentar lo relativo a la responsabilidad en lo salarial y en la seguridad, y esto lo vamos a hacer a través de un decreto. 
Después vamos a elaborar una ley más amplia en ese sentido que abarque al conjunto de las empresas tercerizadoras. Reitero 
que es en las empresas tercerizadoras donde se produce la mayor parte de los accidentes, en un número que supera la 
experiencia internacional. Cuando digo experiencia internacional me refiero a los países desarrollados, porque no me voy a 
comparar con aquellos donde también se trabaja mal. Nosotros no queremos conformarnos por el hecho de que nuestros vecinos 
también trabajen mal; queremos trabajar bien y debemos compararnos con los países desarrollados que, según la experiencia 
internacional, no tienen esta cantidad de accidentes y son los que participan en los organismos de la OIT que nos observan. Reitero 
que hay mayor cantidad de accidentes en Uruguay que en esos países. 


Los orígenes de las muertes son tres: la industria, la construcción y la forestación. Fundamentalmente, en la construcción y en la 
forestación las muertes están más ligadas a quienes trabajan con empresas tercerizadoras, que producen la informalidad del 
trabajo. 


Entonces, el control de la informalidad también pasa por el control de esa "informalidad legalizada", que es mayor aún y, si es así, 
es porque no se cumplen muchas cosas. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera formular una aclaración respecto a lo señalado por el señor Senador Breccia respecto a mi pregunta. No 
se trata de que no me importe; una muerte es una muerte, pero lo que sucede es que lamentablemente la realidad indica que estas 
cosas suceden. Los accidentes de tránsito también ocurren y al respecto hay una estadística. La única manera que hay para saber 
cómo estamos relativamente -en este sentido estamos de acuerdo con el señor Ministro, pues debemos compararnos siempre con 
el mejor porque, de lo contrario, estamos jugando a perdedores- es saber cómo estamos realmente. Y es posible, como dice el 
señor Ministro, que haya núcleos o bolsones donde la seguridad sea peor que en el resto y que eso haya que destacarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor Ministro, en función de que estamos ante un tema que nos va a 
acompañar durante algún tiempo, la Mesa sugiere que por Secretaría se soliciten informes de estadísticas al Banco de Seguros del 
Estado, a efectos de que cada señor Senador tenga la información de primera mano y pueda analizarla de acuerdo a su propio 
criterio. 


SEÑOR MINISTRO.- No deseo extenderme mucho, pero la última muerte que se produjo ocurrió en una iglesia ubicada a tres 
cuadras del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. La persona tenía un trabajo informal y se encontraba subida a una escalera, 
pero en lugar de usar cinturón de seguridad se agarraba de una cuerda. Cuando se le cayó la escalera, como nadie se puede 
sostener agarrado de una cuerda, la persona también cayó y se mató. Reitero que se trataba de un trabajo absolutamente informal, 
porque en el formal, por lo menos, las personas utilizan andamios y el control lo hace el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
por lo que eso no hubiera ocurrido. Entonces, las muertes están bastante relacionadas con la informalidad. 


Hay dos o tres preguntas de las que formuló el señor Senador que son conceptuales y es importante responderlas. ¿Por qué los 
Consejos de Salarios van a mejorar la producción? No es que el Consejo de Salarios lo vaya a lograr, sino que sería el camino de 
negociación que entendemos que hay que emprender para lograr un acercamiento de las partes que pueda evitar la conflictividad y 
que ayude a tratar temas de la producción a partir de la discusión con los trabajadores y de la participación en conjunto en un 
mismo esfuerzo. No es buena la relación en el Consejo de Salarios cuando lo que se persigue es que uno le saque más al otro. 
Con esa lógica, con o sin Consejos de Salarios, el sindicato más organizado y más fuerte logrará más aumentos y el más chico no 
alcanzará nada. Entendemos que este mecanismo permite lograr que aumente más el salario de los que cobran menos y menos el 
sueldo de quienes cobran más. Pero esto sólo puede salir a partir de una negociación del Consejo de Salarios siempre dentro de 
un marco global. Por eso planteamos el marco global del compromiso nacional por el empleo, los ingresos y las responsabilidades. 


De todas maneras, a través de la negociación colectiva, los Consejos de Salarios y el compromiso nacional, entendemos que se va 
a lograr crear una relación laboral más favorable al desarrollo productivo del país. Es ahí donde entendemos que juega un papel 
importante el Consejo de Salarios. 


Si se lee la Ley de 1943 y lo que sucedía alrededor de ella, podemos observar que había sectores -quizás los sectores anarquistas 
del 43- que entendían que el Consejo de Salarios era un órgano de conciliación de clases por lo que no había que concurrir a él. La 
evolución posterior, llevó a sectores de izquierda -que podían entender que era un órgano de conciliación de clases- a pensar que 
era un instrumento fuerte para la relación laboral y, pese a que se tenía la concepción de que era un órgano de dominación de 
clases, permitía un desarrollo más avanzado de las relaciones obrero patronales que servía a los efectos de mejorar el salario y la 
sindicalización. A su vez, algunos empresarios consideraban que contribuía a la paz laboral y a lograr acuerdos productivos. La 
combinación de todo ello me hace pensar que es un instrumento importante para el desarrollo productivo del país. 


Al respecto, hemos hablado con el PIT-CNT que en general entiende que es así. También hemos mantenido conversaciones con el 
movimiento empresarial que es absolutamente heterogéneo y creo que, a pesar de lo que aparece en la prensa sobre la última 
reunión que se llevó a cabo con la Federación Rural, la mayor parte de este sector piensa que es un instrumento importante del 
que hay que participar. Algunos dicen textualmente que si sirve para mejorar la relación laboral también puede servir para el 
desarrollo productivo. En realidad estamos haciendo esa apuesta. No podemos decir que va a ser efectivamente así, pero nos 
comprometimos y debemos pasar por esta experiencia para demostrar si sirve o no. Personalmente, estamos convencidos que va a 
ser un instrumento eficaz y que va a servir, no para decir que "hay que agrandar la torta para después repartirla" o que "primero hay 
que distribuir y después crecer" sino porque si estamos previendo una política de crecimiento debemos ir pensando desde ahora en 
cómo se distribuye ese crecimiento. 


Este es un elemento conceptual. En realidad no dije lo que tengo en mente porque quiero llegar a las pautas conceptuales entre las 
tres partes. No quiero llevar un determinado modelo sino conversar al respecto. A su vez, tenemos un organismo creado con el 
Ministerio de Economía y Finanzas, que cuenta con la participación de integrantes de distintas Carteras. Por el Ministerio de 
Economía y Finanzas están, fundamentalmente Fernando Lorenzo y Pedro Buonomo y, por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 


Social, el Director de Trabajo, Julio Baraibar, el economista Jorge Notaro y Enrique Gallicchio, quienes van a elaborar pautas -que 
son perfectamente modificables si es necesario- para poner arriba de la mesa y conversar al respecto. Entonces, la razón por la 
que no dije cuáles van a ser las pautas es porque van a ser elaboradas en conjunto. 


La otra pregunta refería a por qué se determinaron los grupos de esta forma en la negociación pública. Creo que quienes han 
participado en el Presupuesto en este Parlamento sabrán que el Poder Ejecutivo remite un Mensaje Presupuestal al Parlamento y 
luego éste se encuentra con una discusión brutalmente dispersa y bastante complicada con los trabajadores que no vienen en 
nombre de su sindicato, sino de una determinada sección para intentar aumentar sus proventos o determinada compensación. De 
esta forma, la discusión presupuestal se transforma en una cuestión sumamente desorganizada que nosotros, a través de la 
creación de este elemento de negociación, queremos ordenar para no tener que discutir con determinada sección que quiere 
aumentar sus proventos. Vamos a tratar de regularizar el ingreso, pero a la vez establecer pautas presupuestales, es decir, qué 
papel le cabe en el trabajo posterior. En síntesis, estamos intentando ordenar la discusión. Quizás se podría mejora todavía más el 
debate pero esto intenta ser una aproximación a un ordenamiento que al lado de lo que ocurría anteriormente nos parece 
sumamente positivo. 


Me parece que esto va a servir y que va a llegar al Parlamento un Presupuesto ya discutido con los trabajadores, lo cual va a evitar 
toda aquella discusión que se daba a partir del ingreso del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Asimismo, insisto en que la participación de los empresarios y trabajadores en el organismo de inspección es para el diseño de 
políticas globales y para discutir e intercambiar sobre la formalidad y la informalidad. Al respecto, profundizo un poco más lo que he 
dicho sobre el control de la informalidad. La informalidad de quien perdió el trabajo o aceptó un despido mejorado para crear una 
empresa o hacer una actividad, o de quien canta en los ómnibus, abre puertas de taxis, limpia parabrisas o hace malabarismos en 
los semáforos y demás, son un grito desesperado por sobrevivir. Pero esa informalidad, si bien está mal, no es la que compite 
deslealmente con otras empresas. La que compite es una gran informalidad. Nosotros pensamos combatir las dos, pero como en 
todos los órdenes uno prioriza y se pone objetivos y el primero es combatir aquella informalidad que provoca competencia desleal y 
precariedad laboral. La otra informalidad también la vamos a combatir, pero quizás por el camino que indicaba el Senador Lara del 
monotributo u otras cosas que se pueden hacer, pero la prioridad, repito, es combatir la gran informalidad que significa una evasión 
más grande, una competencia desleal y precariedad laboral. Eso lo queremos diseñar junto con los empresarios y los trabajadores. 


Se nos preguntaba también cómo se va a resolver el tema de la escasa presencia de abogados. Al respecto, debo decir que esto lo 
estamos resolviendo con apoyo del PNUD y de la OIT, que nos permiten contratar 30 abogados que hay que incorporar al nuevo 
Presupuesto. Además, hay unos cuantos abogados que no están en la negociación colectiva pero que pueden trasladarse a esa 
sección pasando por los mismos cursos de negociación colectiva que estamos haciendo con la OIT y con el Instituto de Derecho 
Laboral. Entonces, vamos a llegar a 120, pero por ahora llegamos a más de 60, lo cual nos permite por lo menos empezar a 
trabajar. 


Creo que se me había formulado también una pregunta con relación a las inspecciones de trabajo, pero en este momento no la 
recuerdo. 


SEÑOR BRECCIA.- Dicha pregunta refería a cómo evitar la discriminación de la industria formal frente a la informal. Estoy de 
acuerdo con el señor Ministro en que de lo que se trata es de combatir la informalidad que genera competencia desleal. Me refiero 
concretamente a casos que se dan por ejemplo en localidades cercanas a Montevideo, donde la Inspección de Trabajo llega a los 
comercios formales -como panaderías o carnicerías- pero, de pronto, tenemos en el comercio informal una competencia muy 
grande a la cual, obviamente, no se llega. A veces, esos comercios informales mueven mucho más que los propios comercios 
formales. 


SEÑOR MINISTRO.- En cuanto a ese tema, nosotros tenemos varias denuncias. Concretamente, los panaderos expresan que las 
panaderías formales panifican tres bolsas de harina por noche y las informales panifican 50 bolsas y después distribuyen a través 
de vendedores que, mediante carritos, también venden de forma informal y compiten con la panadería formal. 


Y estas panaderías o panificadoras informales evaden la Dirección General Impositiva, el Banco de Previsión Social y Dirección de 
Bromatología. Algunas de ellas, para ser más llevadera la situación no evaden este último organismo, sino que regularizan su 
situación con la Intendencia. Pero eso no puede suceder. 


Por lo tanto, esas son las cosas que nos señalan que si siguen pasando, no les permiten competir o trabajar mientras hacen sus 
aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera expresar que la Presidencia tiene la intención -excepto que sea imprescindible- de que las 
sesiones de la Comisión tengan hora de inicio y de finalización. De esa manera, todos los señores Senadores tendrán su tiempo y 
no podrá ser utilizado por otros. 


No tuve tiempo de comunicarle a los señores Senadores este criterio y, en consecuencia, de acá en más, excepto que las 
reuniones lo requieran, dada nuestra función política, vamos a tratar de que la Comisión -por lo menos durante mi Presidencia- 
tenga hora de inicio y de finalización. 


Además, el señor Ministro ya nos manifestó su disposición a volver a esta Comisión, así que le solicitaría que culmine su exposición 
para luego coordinar una nueva visita a este Cuerpo. 


SEÑOR MINISTRO.- En cuanto a la coordinación de inspecciones con la participación del Banco de Seguros del Estado, quiero 
expresar que vamos a tener una próxima reunión el lunes y se podría plantear el tema, ya que no estaba agendado. 


Los que patrocinaron al Ministerio en los juicios, fueron los abogados de la Cartera. 
Sobre el tema de las patronales que coartan la posibilidad del desarrollo sindical, podemos expresar que hay unos decretos 


aprobados por el entonces Presidente doctor Sanguinetti -de los años 1985 y 1986- relativos a los fueros sindicales para el 
funcionamiento en los Consejos de Salarios. Entendemos que estos no fueron derogados y, repito, tienen que ver con los Consejos 


de Salarios. La libertad sindical requiere una disposición y no la puede hacer el Ministerio; a lo sumo, podrá presentar un proyecto 
de ley. Además, este tema debe resolverse en el Poder Legislativo. 


Sobre la Ley de Cooperativas, puedo expresar que nosotros debemos reglamentarla, ya que está aprobada. A su vez, creemos que 
se puede profundizar más en el tema haciendo modificaciones a dicha norma. Pero también este asunto debe pasar por el Poder 
Legislativo. 


La otra interrogante planteada tiene que ver con la posibilidad de incrementar el Salario Mínimo. Este es un reclamo del PIT-CNT y, 
a la vez, de la Cámara de Comercio. Este tema lo planteamos al equipo del Ministerio de Economía y Finanzas y allí se nos 
indicaron dos cosas. Por un lado, hay que evaluar cómo evolucionó la recaudación del Banco de Previsión Social y la variable del 
empleo a partir del último aumento. Extraoficialmente, ha aumentado la recaudación y también el empleo, pero en un período del 
año en el cual el empleo se incrementa por la actividad zafral del turismo. Por lo tanto, estamos estudiando el tema de si se puede 
implementar -creemos que algo se puede hacer- sin pasar por los Consejos de Salarios; pero esta no es una respuesta del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sino que se debe encontrar una solución en conjunto con el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Reitero que estamos estudiando este tema. 


En cuanto a la pregunta sobre el asesoramiento individual, puedo decir que hay problemas al respecto y datan de hace mucho 
tiempo. Por ejemplo, hay gente que no confía en el asesoramiento individual. Además, hay un lapso en el que se atiende a las 
personas que coincide con el trabajo de muchas de ellas. Entonces, es difícil, cuando uno se va a asesorar individualmente contra 
el que lo emplea, pedirle a éste para salir a hacer un reclamo. 


En ese sentido, entonces, lo que estamos estudiando es la posibilidad de aumentar hacia ambos extremos el período de tiempo, de 
modo de empezar más temprano y terminar más tarde. Eso es con respecto a la posibilidad de hacer el reclamo. 


La primera parte de la pregunta tiene que ver con la demora, aspecto que está sujeto a ley, así que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social no lo puede arreglar por sí mismo. Con relación a este punto, puedo decir que existe la apelación y el derecho a 
no presentarse. Los juicios laborales son tan extensos que llevan al empleador que, por ejemplo, debe $ 120.000, a ofrecer $ 
30.000 en la mano para evitarse la demora. Es un desastre, porque se trata de una situación que se encuentra sujeta a ley y no al 
funcionamiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Creo que a ese respecto sí debería realizarse algún ajuste que 
permitiera que operara mejor. 


En fin, no sé si las preguntas que se me plantearon fueron correctamente contestadas, pero por lo menos di respuesta a todas 
ellas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más interrogantes que formular, agradecemos al señor Ministro su visita a la Comisión. 
Luego de realizar las consultas pertinentes, la Presidencia coordinará la futura forma de trabajo con la presencia del señor Ministro 
del modo que él ha expresado. 


Se interrumpe la versión taquigráfica. 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


